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Asunción, 17 de Julio de 2013.

SEÑOR

DIP. NAC. JUAN BARTOLOME RAMIREZ BRIZUELA.

PRESIDENTE DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS.

E.                                        S.                                              D.

De mi mayor consideración:

Respetuosamente me dirijo a Usted, a fin de someter al plenario de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, el Proyecto de Ley “QUE MODIFICA LA LEY 4.431/11 “QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 245 DE LA LEY Nº 1.286/98 “CÓDIGO PROCESAL PENAL” Y EL ARTÍCULO 258 DEL MISMO CUERPO LEGAL”.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:

En los últimos tiempos la población paraguaya se ha visto afectada por una alarmante escalada del índice de inseguridad, reflejada en los frecuentes sucesos criminales que ya forman parte de la cotidianidad. Lastimosamente, hasta la fecha este fenómeno no ha tenido respuesta eficiente por parte de los organismos encargados tanto de la prevención criminal como de la persecución penal, pues mientras unos sostienen la falta de infraestructura idónea para el cumplimiento de sus tareas, los otros señalan su total dependencia de la gestión investigativa de los primeros (v.g. Policía Nacional / Ministerio Público).

Entretanto se suceden estas derivaciones de responsabilidades, escuchamos a diario que los reportes policiales siguen dando cuenta de detenciones de personas con frondosos antecedentes penales, algunos de los cuales –incluso- son sorprendidos en flagrante comisión de un crimen, mientras se encontraban beneficiados por un arresto domiciliario. 

Estas experiencias han demostrado suficientemente que el régimen actual de las medidas cautelares penales NO han cumplido con la finalidad primigenia para la que habían sido instituidas, pues la excepcionalidad de la prisión preventiva ha sido distorsionada hasta tal punto, que simplemente se ha optado por la aplicación de medidas alternativas o sustitutivas de manera absolutamente impropia, soslayándose arbitrariamente los criterios de necesidad que nutren e informan a la medida cautelar de la prisión preventiva. Justamente, por tales circunstancias el instituto que regula la aplicación de las medidas alternativas o sustitutivas a la prisión preventiva ha sido objeto de nada menos que dos reformas legislativas en menos de cinco años, con la finalidad de adecuarla a las verdaderas necesidades del sistema de administración de justicia.

Empero a todo lo antedicho, el régimen de las medidas alternativas y sustitutivas sigue padeciendo de varias deficiencias, las cuales –modestamente- se pretende hacer frente desde la perspectiva legislativa de este proyecto.
EJES DE ACCIÓN DEL PROYECTO:

1. Uno de los ejes fundamentales del proyecto pretende radiar del catálogo de medidas alternativas al arresto domiciliario. Ello en razón de que dicha figura se convierte en la mayoría de los casos en una simple entelequia jurídica, pues lisa y llanamente, el arresto domiciliario no es controlado por nadie, pues si bien se comisiona a un efectivo policial para tal menester, éste jamás efectúa la verificación -y si lo hace-, no lo hace adecuadamente. A fin de evitar este despropósito, el proyecto introduce el sistema de monitoreo perimetral por medio de la utilización de dispositivos electrónicos, de amplio empleo en otros países.

De esta manera, se evitará el empleo innecesario de un personal policial para tareas de control -y al mismo tiempo- se garantizará un control mucho más efectivo sobre la persona del imputado. Los dispositivos electrónicos ya son utilizados masivamente en el territorio nacional con fines de monitoreo de todo tipo de objetos, por lo que resultará fácil al servicio de administración de justicia establecer los mecanismos de aplicación práctica de la norma legal en cuestión.

2. Otro objetivo del proyecto se orienta a evitar una práctica bastante enraizada en el ámbito forense, a saber: la fijación de fianzas al defensor técnico del imputado. Esta es una modalidad absolutamente impropia, partiendo de premisas básicas inherentes al rol procesal que incumbe a la defensa técnica del imputado. Haciendo sencilla una ejemplificación de las incompatibilidades posibles, baste señalar que ante la incomparecencia del imputado a un acto concreto de la investigación (lo que conlleva su declaración de rebeldía), la fianza debería ser pagada por su defensor, con lo que se generará un conflicto de intereses insostenible en la relación procesal imputado-defensor (este último convertido –a partir de ello- en férreo persecutor de su cliente ante la ejecución en ciernes).

3. Un aspecto también contemplado por la norma de modificación, es la relacionada a la legitimación jurídica en el proceso ejecutivo de la caución. En la legislación original instituida por la Ley 1.286/98, no se preveía a que órgano incumbe la eventual ejecución de las cauciones fijadas en el marco de la aplicación de una medida alternativa o sustantiva a la prisión preventiva, lo que derivó en interpretaciones de legitimación bastante disímiles, entre las cuales se citada la posibilidad que la caución sea ejecutada por el Ministerio Público, la Procuraduría General de la República o el propio Juzgado Penal.

Para superar esta dicotomía hermenéutica, el proyecto, concede suficiente legitimidad al propio juez de la causa para ejecutar la caución impuesta, como derivación natural del imperium que lo caracteriza.

4. Finalmente, tal vez el principal eje de operación del proyecto se resume a un criterio prohibitivo para la aplicación de medidas alternativas o sustitutivas a la prisión preventiva. Básicamente se pretende evitar que aquellas personas que se encuentre beneficiadas con la aplicación de este instituto cautelar, no se puedan beneficiar de manera simultánea con el idéntico beneficio. De esta manera se proyecta fijar un parámetro referencial estable que evite que imputados caracterizados por la reincidencia delictiva, sean beneficiados constantemente con semejante instituto.
Sin otro particular, aprovecho la oportunidad para saludar a Vuestra Honorabilidad, muy atentamente.     
Miguel del Puerto




Eber Ovelar Benítez
Diputado Nacional 
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LEY Nº…

QUE MODIFICA LA LEY 4.431/11 “QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 245 DE LA LEY Nº 1.286/98 “CÓDIGO PROCESAL PENAL” Y EL ARTÍCULO 258 DEL MISMO CÓDIGO.
………………………….…………………………….

EL CONGRESO DE LA NACIÓN PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y:

Artículo 1º.- Modifícase la Ley 4.431/11 “QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 245 DE LA LEY 1.286/98 “CÓDIGO PROCESAL PENAL” y el Art. 258 de la Ley 1.286/98 “CODIGO PROCESAL PENAL”, que quedan redactados de la siguiente forma:

“Art. 245. MEDIDAS ALTERNATIVAS O SUSTITUTIVAS DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. Siempre que, razonablemente, el peligro de fuga o de obstrucción a la investigación pueda ser evitado por la aplicación de otra medida menos gravosa para la libertad del imputado, de oficio o a pedido de parte, el juez, podrá imponerle en lugar de la prisión preventiva, las alternativas siguientes:

1) El arresto domiciliario, en su propio domicilio o en el de otra persona, bajo vigilancia o sin ella;

2) La obligación de someterse a la vigilancia de una persona o institución determinada, quien informará periódicamente al juez;

3) La obligación de someterse al monitoreo de dispositivos electrónicos adheridos al cuerpo, dentro de un perímetro determinado;

4) La obligación de presentarse periódicamente ante el juez o ante la autoridad que él designe;

5) La prohibición de salir del país, de la localidad en la cual resida o del ámbito territorial que fije el juez;

6) La prohibición de concurrir a determinadas reuniones o de visitar determinados lugares;

7) La prohibición de comunicarse con personas determinadas, siempre que no se afecte el derecho a la defensa; y,

8) La prestación de una caución real adecuada, por el propio imputado o por otra persona, mediante depósito de dinero, valores, constitución de prenda o hipoteca, entrega de bienes o la fianza de una o más personas económicamente solventes. La caución no podrá ser prestada por el defensor técnico del imputado.
El juez podrá imponer una o varias de estas medidas, conjunta o indistintamente, según cada caso, adoptando las medidas que fueren necesarias para asegurar su cumplimiento.

No se impondrán estas medidas contrariando su finalidad o cuando el imputado no las pueda cumplir por una imposibilidad material razonable. Si se trata de persona de notoria insolvencia, no se le podrá imponer caución económica. 

En todos los casos en que sea suficiente que el imputado preste juramento de someterse al procedimiento, se decretará la caución juratoria, sin perjuicio de otras medidas cautelares complementarias. Este mecanismo no será aplicable a las personas que estén siendo sometidas a otro proceso ni a las reincidentes; así como a quienes ya hayan violado alguna medida alternativa o sustitutiva de la prisión.
Las medidas que se dicten como alternativas a la prisión preventiva, cesarán automáticamente y de pleno derecho por el transcurso de la duración máxima del proceso.
Durante el proceso penal, no se podrán otorgar medidas alternativas, ni la prisión preventiva decretada podrá ser modificada por una medida sustitutiva, cuando el hecho sea tipificado como crimen o cuando su comisión lleve aparejada la vulneración de la vida de la persona como resultado de una conducta dolosa; tampoco se podrá modificar la prisión preventiva cuando el imputado esté incurso en los presupuestos previstos en el numeral tercero de la figura de la Reclusión en un Establecimiento de Seguridad regulado en el Código Penal; o, cuando el imputado se encuentre beneficiado con la aplicación de medidas alternativas o sustitutivas en el marco de otra causa, cuya expectativa de pena sea superior a cinco años de privación de libertad. Esta limitación será exclusivamente aplicable a los tipos penales descriptos en ese párrafo.

Artículo 258. EJECUCIÓN DE LAS CAUCIONES. En el caso que el imputado incumpla las medidas impuestas y de este modo se substrajera del proceso o de la ejecución de la pena, será declarado en rebeldía de conformidad a los alcances del artículo 82 de este código. El juez fijará un plazo no menor de cinco días para que comparezca al procedimiento o cumpla la condena impuesta. Este emplazamiento será notificado al fiador, advirtiéndole que si no comparece el imputado o no justifica estar impedido por fuerza mayor, la caución será ejecutada por el Ministerio Público y el producto será destinado al financiamiento de los programas de reinserción social para condenados, emprendidos por el Ministerio de Justicia y Trabajo”.
Artículo 2°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Diputado Nacional Eber Ovelar Benítez
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